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Para Lola y Ángel, 
a quienes tanto quiero, a quienes tanto debo.









			PRÓLOGO


			Ni condena ni apología: comprender la implicación 
de las mujeres en la lucha armada 






			La violencia, incluso la más absurda, ilegítima y repulsiva no se puede considerar como un producto de factores biológicos ni puramente psicológicos. Solo se puede entender incluyendo la identidad social de sus protagonistas, de los que causan el daño, de los agresores. 


			Los individuos que participan en la violencia no están desvinculados de una interacción social que marca y define la realidad social en la que se vive y evalúa la legitimidad y justicia de las experiencias vividas cuando interactúan. La pertenencia a una etnia, una clase, un género marca, aunque no determina, la percepción y la evaluación de las realidades vividas, las fuerzas que operan sobre el yo como individuo y las posibilidades de mejorar o escapar de la realidad misma. Las narraciones sobre la “realidad vivida” se construyen en grupo y a la vez son constructoras y legitimadoras de diversas acciones y prácticas sociales. 


			Por ello, las decisiones que los individuos toman no son independientes de la interacción con otros ni del poder que cada uno tiene en el contexto de las relaciones entre grupos. La memoria de las experiencias de los grupos dentro de una sociedad está dirigida o mediada por las instancias de poder y condiciona los sentimientos hacia la comunidad y hacia los otros grupos, facilita la aceptación o el rechazo, el odio o el amor hacia el otro. Esto no quiere decir que los individuos no sean capaces de desarrollar una agencia personal, una posibilidad de desmarcarse de la interpretación de las instancias de poder y una capacidad de reflexividad sobre sí mismos y las condiciones sociales. Pero siempre deben partir de unas condiciones de posibilidad marcadas por la situación.


			En contextos de conflicto intergrupal, como es el caso de las guerras y de la violencia política, los individuos se ven especialmente marcados por los otros, por la percepción que los demás tienen de la situación y por el posible reconocimiento o rechazo de las acciones del individuo. Las evaluaciones de la situación y las conclusiones acerca de las acciones que son necesarias o útiles emprender para resolver los escenarios conflictivos se generan en grupo, en el marco de la interacción, los relatos transmitidos y compartidos sobre la historia de las sociedades y los grupos. 


			Estas premisas son las que ha puesto de manifiesto el interaccionismo simbólico y que se han demostrado sistemáticamente en múltiples estudios de la psicología social. Son las que rigen el estudio que se presenta en este libro sobre las razones, motivos, circunstancias, efectos y transformaciones identitarias de las mujeres que participaron en movimientos armados en el Perú de finales del siglo pasado.


			La participación de las mujeres en la violencia política es muy extensa, sobre todo si se tienen en cuenta las condiciones sociales que han excluido su presencia directa en los procesos conflictivos. Quizás podríamos afirmar que los daños y la violencia causada por “ellas” son inferiores a los que hubieran causado si hubiesen tenido más poder o hubiesen dispuesto de armamento más destructivo.


			En todo caso, las exigencias actuales del mantenimiento de la violencia han provocado su democratización y que deje de ser un monopolio de los varones, al igual que ha ocurrido en otras esferas de la vida social. Y, con respecto al futuro, en la medida en que el cuerpo a cuerpo sea menos importante y cobre más relevancia en las guerras y los conflictos políticos la tecnología, las mujeres tendrán la posibilidad de causar más daño.


			Todavía hoy se conoce muy escasamente la participación de las mujeres en las guerras y en la violencia política. “Almas bellas/guerreros justos” es el título de un capítulo de uno de los primeros libros que se ocuparon de la implicación femenina en la violencia política: Women and War, de Jean Bethke Elshtain (1987). Esta dicotomía tan expresiva sintetiza los más fuertes y resistentes estereotipos psicológicos tradicionales asociados a los roles de género. El estereotipo que corresponde a la presencia de la mujer en la guerra es el de ángel cuidador, la enfermera, la que protege y cura a los heridos; pero esta representación idealizada y positiva se complementa con otra mucho menos valiosa: la mujer desconoce y no comprende las razones de la guerra, se horroriza ante ella y no quiere responsabilizarse de su existencia. Dicha imagen se contrapone con la que representa al estereotipo masculino del “guerrero justo”, consciente de la necesidad de la guerra, seguro y valiente para enfrentarse a ella y aceptar sus consecuencias violentas, incluidas las que le competen a él mismo.


			La psicología diferencial ha ayudado a la creación de estos mitos. Con la atribución de los rasgos de mayor iniciativa y agresividad a los varones, y mayor cooperación y dependencia a las mujeres, contribuye a la incomprensión de la implicación femenina en la violencia política y no menos a la desvalorización de su participación en los movimientos por la paz. La implicación en la violencia se invisibiliza y se toma como algo contranatural, excepcional o simplemente extraño. La participación en la paz se explica como producto del miedo, la debilidad o el “natural” sentimiento de protección de las vidas de los seres queridos. En ninguno de los casos se atribuye una motivación verdaderamente política, verdaderamente social, entendiendo por social la motivación proyectada a una comunidad más amplia o incluso a toda la humanidad.


			Frente a estos trasnochados estereotipos, la realidad es que las sociedades occidentales, a través de sus sistemas culturales institucionales y simbólicos, están diseñadas para que sean las mujeres las que den la vida y los hombres los que den la muerte. Con ello se excluye a las mujeres del ejercicio de uno de los principales poderes de que disponen las sociedades, el poder de matar. Este poder, por muy ilegítimo que parezca, es el principal y más fuerte que existe, ya que “estructura las relaciones sociales cuando otros métodos fracasan” (Fernández Villanueva, 2011: 91). La historia que conocemos de la violencia política es esencialmente masculina. Los factores que explican este protagonismo no residen en el rasgo psicológico denominado como agresividad masculina (supuestamente más fuerte en los varones), sino en un conjunto de cuestiones que favorecen (u obligan) la implicación masculina y excluyen (o dificultan) la participación femenina en un hecho tan trascendente como el poder de acabar con la vida.


			Es, pues, necesaria una renovación del discurso analítico sobre la presencia de las mujeres en la violencia política. Demasiadas veces la falta de comprensión de la violencia se convierte en condena y demasiadas veces, también, la comprensión encubre la justificación, la apología. Hace falta buscar nuevas fuentes de información, profundizar en el entendimiento de este fenómeno, buscar las razones y las explicaciones que permitan entender sin justificar. Las experiencias de las mujeres implicadas en la violencia deben encontrar nuevas palabras para ser explicadas, palabras científicas y coloquiales, palabras que surgen de los relatos de las protagonistas. Moverse en el territorio descriptivo y comprensivo sin justificar es un ejercicio muy difícil que requiere lucidez y honestidad, pero es muy necesario. 


			Esto es lo que hace Marta Romero-Delgado en este libro. Desde una perspectiva feminista, se debate que los rasgos de hombres y mujeres están mediatizados por los mandatos de género del sistema patriarcal, pero situados en el seno de un conflicto armado que coloca a las mujeres implicadas en una posición particularmente negativa. Se las trata como desviadas de la feminidad hacia lo más negativo de lo masculino (“hipermasculinas”, “crueles”, “sin sentimientos”, “sanguinarias”, “ninfómanas”) o ridiculizadas desde lo más negativo del rol femenino (“manipuladas”, “locas”, “embaucadas”, “subyugadas”). Es decir, todo un universo de calificativos que simplifica y estereotipa sus vidas, sus acciones y su importancia política. 


			Marta Romero-Delgado emprende la importante, comprometida, durísima y dolorosa tarea de extraer el discurso profundo de las protagonistas de la violencia, a su vez violentadas por haber sufrido castigo y ser encarceladas. Este ejercicio de extracción de motivos, experiencias, anhelos, objetivos y transformaciones identitarias en las trayectorias de las protagonistas, y en sus consecuencias psicosociales, tiene un poderoso atractivo y una trascendencia inequívoca. Las mujeres “guerrilleras” aparecen en este estudio en toda su profundidad humana. Ello implica que no se trata de una visión superficial de sus trayectorias, sino todo lo contrario. Solo después de haber entendido las complejas, debatidas o, incluso, polémicas declaraciones de las protagonistas de la violencia en Perú a finales del siglo XX, podemos asumir que no hay una única manera de ser mujer, ni de ser combatiente, y que existen razones claras, lógicas y poderosas por las que se han integrado en el Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso (PCP-SL) o en el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). Pero, por otro lado, el estudio subraya también la trascendencia de los contextos en los que han vivido, crecido y en los que obtiene sentido su acción y en los que se están viviendo graves consecuencias. Las referencias al feminismo resultan fundamentales en la construcción de las biografías estudiadas por las reflexiones que las mujeres entrevistadas hacen sobre el impacto que este movimiento tuvo en sus vidas y en la evaluación final de sus relatos. Como mujeres, se construyen dependiendo de cómo son formuladas en su contexto. Las experiencias de igualdad o desigualdad dentro y fuera de los movimientos en los que participaron ocupan un importante espacio en sus relatos identitarios. Por otra parte, las ideologías políticas, y en particular el marxismo, nutren las argumentaciones que dan sentido y función social a su acción política. Feminismo y conciencia política son los factores que articulan la construcción de sus identidades sociales. Lo cual no significa una aceptación acrítica del feminismo, sino frecuentemente una actitud compleja sobre sus distintos modos de manifestarse y una postura desconfiada hacia algunos de sus presupuestos.


			Las mujeres implicadas en la violencia política fueron y son consideradas “(im)pertinentes”, es decir, fuera de la normalidad y, a la vez, molestas. Impertinentes no solo por las consecuencias dolorosas que pudieron causar, sino también por el hecho de que transgredieron un rol de pasividad y sumisión al que su contexto parecía destinarlas. No obstante, subvirtieron los mandatos de género y están orgullosas de ello.


			Esta magnífica investigación ha sido posible gracias a una inmersión analítica profunda y lúcida de alguien que se propuso llegar hasta el trasfondo de lo que otros científicos sociales habían iniciado y en el que, en ocasiones, se vertieron inaceptables estereotipos y falsedades notables. El trabajo de campo y la observación en contexto difícil y problemático en el que es arriesgado adentrarse, como pueden ser las instituciones penitenciarias, plantean situaciones incómodas y dolorosas, pero a la vez permiten extraer información imprescindible para entender unas vivencias únicas de biografías que han experimentado largas trayectorias de lucha con todos sus complejos avatares. En consecuencia, los relatos presentados están avalados por esa trayectoria reflexiva que puede modificar las percepciones de la propia identidad y de la función social de la acción política ejercida a lo largo de periodos clave de sus vidas.


			Resulta difícil y meritorio realizar una inmersión seria en esta problemática. Los estereotipos sociales que enjuician su acción promueven obstáculos que dificultan la investigación.


			Representantes de instituciones y de la misma academia plantean barreras y resistencias a investigar a estas “locas”, “terroristas” y generan sospechas sobre la objetividad de la investigación. Y, una vez realizada, los resultados pueden ser calificados fácilmente de no objetivos o propagandísticos. Por fortuna, las fuentes documentales amplias y fiables que la autora utiliza son la garantía de un análisis en profundidad más allá de los estereotipos.


			Hay estudios que nacen con la pretensión y con el destino de ser imperecederos, aunque hayan sido hechos en un contexto y marco histórico determinado. La profundidad con la que son abarcados trasciende el ámbito de lo concreto y va más allá de unas coordenadas históricas temporales hasta alcanzar el núcleo de los problemas humanos. El trabajo de Marta Romero-Delgado reúne las características para repercutir en el ámbito en el que se ha realizado y formar parte del acervo más genuino y valioso de conocimiento sobre la violencia y sus efectos en la identidad de las personas y particularmente en la identidad de las mujeres. Quien lea en detalle y acompañe a la autora en esta aventura saldrá transformado y, quizás, libre de prejuicios, que tanto abundan, incluso en la literatura psicológica, sobre las mujeres y también sobre la guerra. 


			Como directora de su tesis, que obtuvo el Premio Extraordinario del Doctorado de Sociología y Antropología de la Universidad Complutense en 2017, me reafirmo en la profundidad del saber que está contenido en estas páginas.






			María Concepción Fernández Villanueva









			INTRODUCCIÓN






			El 17 de mayo de 1980, el Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso (en adelante PCP-SL) declaró la guerra al Estado peruano, dando comienzo a su lucha armada (ILA). Más tarde, en 1984, sería el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) quien se sumaría a la guerra contra del Estado, aunque actuando de manera separada por tener diferentes planteamientos ideológicos y estratégicos.


			Se estima que dicho conflicto terminó en el 20001 y, aunque desde el Gobierno provisional de Valentín Paniagua (noviembre 2000-julio 2001) se creó la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR), que realizó un trabajo ingente por los derechos humanos, las heridas continúan abiertas2. Además, las pugnas entre las memorias siguen muy presentes en la sociedad, por lo que la reconciliación nacional continúa siendo difícil, y la búsqueda de todas las verdades e historias, un proceso nunca terminado. 


			En este conflicto armado, el cual dejó un alto número de pérdidas humanas y materiales3, se identificaron patrones de crímenes y violaciones de los derechos humanos perpetrados por ambas organizaciones armadas, las rondas campesinas, las fuerzas armadas y la policía. Los tipos de crímenes hallados y documentados, que además formaban parte de sus respectivas estrategias, fueron desapariciones forzadas; ejecuciones arbitrarias y extrajudiciales; ase­­sinatos y masacres; torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes; violencia sexual; violación del debido proceso; secuestros y tomas de rehenes; violencia contra niñas y niños; y violación de derechos colectivos (CVR, 2003).


			La CVR elaboró un informe donde se analizan las causas de la violencia de dicha época, así como los daños y los costos a todos los niveles. Esta comisión recogió el testimonio de 1985 personas y organizó 21 audiencias con personas afectadas por la violencia, a las que asistieron más de 9500. El Informe Final se hizo público el 28 de agosto del 2003 ante el presidente Alejandro Toledo (quien añadió la palabra reconciliación) y está compuesto por nueve volúmenes y sus anexos. Se concluye que fueron aproximadamente 69.280 personas las víctimas fatales, entre muertes y desapariciones, de las cuales tres de cada cuatro vivían en zona rural y el 75% del total hablaba quechua o tenía como lengua materna alguna lengua indígena. El costo económico entre 1980 y 1992 se estimó en 21.000 millones de dólares (CVR, 2003)4.


			Si, previo al conflicto, en la sociedad peruana ya existían grandes desigualdades por cuestiones sociales, de género5 o etnia, con el desarrollo de la violencia esta brecha discriminatoria se agudizó. Es decir, que la violencia y sus consecuencias “ilustran las distorsiones y sucesos que pueden interferir en el proceso de vida de las comunidades y en su desarrollo, en concreto en el caso de las poblaciones históricamente discriminadas y excluidas: por la pobreza, por pertenecer a grupos minoritarios, por factores lingüísticos, culturales, geográficos; por ser poblaciones desplazadas o violentadas” (Coordinadora Nacional de Derechos Humanos [CNDDHH], 2006: 19). En este sentido, durante este periodo de violencia política el país volvió a una “rearcaización”, en palabras de Montoya Rojas (2005). Fue un regreso a un pasado de dolor y de tristeza histórica, particularmente en el mundo andino y amazónico. Las raíces las encontramos en que “Perú es un país que en 1532 nació dividido por la gran confrontación entre españoles e incas. En casi quinientos años, en varios ciclos o periodos de violencia (aún insuficientemente conocidos) el dolor ha dejado huellas imborrables” (Montoya Rojas, 2005: 262). 


			Según la CVR, en el caso concreto de la desigualdad étnica, “el peso del componente étnico y racial estuvo presente tanto en las causas históricas del conflicto” como en “las percepciones y comportamientos cotidianos de los diferentes actores implicados directa e indirectamente”. Las diferencias étnicas y raciales “fueron invocadas por los perpetradores (sobre todo por las Fuerzas Armadas) para justificar las acciones cometidas contra quienes fueron sus víctimas” (CVR, 2003: VIII: 91). Por consiguiente, la violencia estuvo cargada de elementos étnicos, raciales y regionales que actuaron de manera estrechamente entrelazada, estableciendo una continuidad entre las “categorías” de indio/a, cholo/a6 y serrano/a. En el caso concreto de las mujeres, esta continuidad “fue más evidente y pronunciada, debido al cruce con las diferencias de género y educación. Consideradas, además de indias, cholas y serranas, como feas, sucias e ignorantes, fueron objeto de innumerables abusos. La connotación sexual de la violencia osciló muchas veces entre la repulsión y la resignación” (ibíd.). El número de mujeres muertas y desaparecidas “constituye el 20% del total de casos registrados, de lo que se infiere que la gran mayoría de muertos y desaparecidos fueron hombres”. No obstante, “las mujeres sufrieron numerosas violaciones de sus derechos fundamentales y resultaron afectadas en razón de su género” (ibíd.: 49). 


			Diversos estudios han concluido que “el terror y la violencia instaurada por los dos frentes en conflicto, la fragmentación y polarización de las comunidades, la militarización de la vida cotidiana, el choque de valores y la instalación de una economía de guerra, introdujeron cambios profundos en el estilo de vida de la población civil” (Pedersen et al., 2001: 28). Además, las secuelas de muertes y desapariciones hicieron que se produjera un brusco cambio en los roles existentes a todos los niveles, principalmente en las esferas básicas como la familia, la producción y la comunidad (Reynaga, 1996; Coral, 1991). Las mujeres debieron tener mayores responsabilidades para salvaguardar “la seguridad y bienestar de sus familias, a menudo sin los recursos necesarios ni apoyo social. Sus tareas diarias como proveedoras y cuidadoras se ven dificultadas debido a la falta de accesos a los servicios básicos”. Se incrementó también su “participación en los espacios públicos a través de la organización y lucha comunal”, así como en “organizaciones femeninas y redes de ayuda mutua” (Rivera, 2003: 36-37).


			En la actualidad, hay un intento por mirar al futuro y reconstruir la vida a nivel personal y colectivo después de tanta violencia. De nuevo, el cómo hacerlo varía dependiendo de las experiencias vividas durante el conflicto. El gran centralismo que sigue imperando en Perú es una desventaja para llegar a tener realmente un país inclusivo con equidad étnica, de género y de clase, entre otras variables. Los recursos de todo tipo fundamentalmente se encuentran en Lima, lo cual hace más difícil la vida en otros lugares que no sean la capital del país. El caso paradigmático sigue siendo Ayacucho, y más para las poblaciones que viven fuera del núcleo urbano de Huamanga, capital del departamento. Como se ha explicado con anterioridad, previo al conflicto armado, esta región ya contaba con importantes problemas sociales como la “desatención del Estado, el atraso económico y la baja productividad de la agricultura, condicionada por factores naturales, climáticos y económicos. La violencia política agudizó esta situación generando problemas socioeconómicos, políticos y culturales para toda la población, pero básicamente para la campesina” (Reynaga, 1996: 56). Se ha constatado un aumento de suicidios y tentativas de suicidio, violencia familiar, juvenil y de género, además de un incremento de las violaciones sexuales hacia las mujeres (Theidon, 2004; Strocka, 2008). Quienes trabajan actualmente en el sector de la salud en esta zona confirman que las consecuencias de la época de violencia política tan extrema que vivieron siguen latentes y continúan pasando de una generación a otra. Solo entre enero y agosto del 2016, “más de 7970 personas en Ayacucho presentaron trastornos mentales vinculados a violencia familiar, depresión, consumo de alcohol o drogas, y síndromes psicóticos”. A esta triste realidad hay que sumarle la enorme cantidad de personas que no pueden pedir ayuda por diversos motivos, entre ellos la falta de recursos, para acudir a los pocos servicios ofrecidos en Ayacucho, siendo únicamente el 10% quien finalmente acude al hospital para una consulta (Berríos, en La República, 2016).


			Antecedes históricos, sociales y políticos 
del conflicto armado interno peruano


			No es posible entender el contexto peruano durante los años ochenta, y con ello, la violencia desatada, sin analizar previamente el pasado histórico, político y social del país. De hecho, la violencia en Perú no es algo nuevo, viene incluso de la época precolombina. Sin embargo, es con la invasión española o “conquista” cuando la violencia se convierte en el principal instrumento de dominación, sometiendo por siglos a la inmensa mayoría de la población y quedando el poder en manos de la minoría “blanca”. La herencia colonial se mantiene a todos los niveles, tanto en estructuras sociales e institucionales como en el imaginario colectivo, “no únicamente en los estratos dominantes, sino también en los dominados”, reproduciendo un racismo que dura hasta la actualidad, tal y como apreciamos en la política donde la “expresión de un orden social profundamente injusto y elitista tiene como una premisa imprescindible el empleo de la violencia” (Manrique, 1987). 


			La “conquista” es un hecho histórico que marca, sin lugar a dudas, un punto de inflexión para el país andino (como en toda la región americana) a nivel humano, político, cultural y social. Es entonces cuando se conforma un nuevo orden social basado en la discriminación y la diferencia racial/étnica y de género/sexo. Las investigaciones al respecto afirman que las relaciones entre hombres y mujeres, aunque previamente no eran totalmente igualitarias, al menos se mantenían en un mayor equilibrio genérico que el posterior a la invasión, reflejo de una sociedad dual y una religión con divinidades masculinas y femeninas7(Valdés y Gomariz, 1993; Rivera Cusicanqui, 1996; Rostworowski, 2000). Es cierto que las sociedades incaicas ya eran androcéntricas y existía una dominación de género (y de clase) previa a la invasión, como plantea Fuller (2004) cuando afirma que “tanto los Incas como los señores locales” de las élites costeñas y andinas entregaron a los conquistadores “a mujeres de su entorno como un don que cerraba alianzas entre ambos” (p. 191). Pero fue a partir de la “conquista” cuando se agudizó la dominación de unos sobre otras8. Además, desde entonces, las distintas actividades y responsabilidades asignadas, los diferentes espacios sociales y simbólicos otorgados a las mujeres, así como el control de sus cuerpos y de su sexualidad por parte de los hombres son algunos ejemplos de esa dominación genérica que con la invasión española se institucionaliza (Mannarelli, 2004).


			Tuvieron que pasar los años, además de diversas revueltas y revoluciones urdidas por mujeres y hombres, hasta que se diera la independencia (1821), periodo histórico donde el virreinato del Perú se separó del Imperio español. Aun así, y como pasó en toda América, la llegada de las repúblicas no supuso un beneficio ni material ni simbólico para los grupos tradicionalmente excluidos, es decir, indígenas, personas racializadas y mujeres9. Aun así, la historia ha dado muchas mujeres peruanas que han destacado a todos los niveles (otras continúan en el anonimato), tal es el ejemplo de la francoperuana Flora Tristán, una de las grandes luchadoras sociales del pasado siglo XIX y precursora del feminismo en Perú. La importancia de sus obras es de tal magnitud que incluso es citada y comentada por Marx, Engels, Bakunin y Proudhon, entre otros pensadores. En toda su obra está presente la preocupación por la situación de la mujer en la sociedad, dentro de la familia y como trabajadora. Considera que la mujer es menospreciada e invisibilizada en la sociedad y, por ello, apartada de la Iglesia, las leyes y del propio funcionamiento del Estado (Tristán, 1977 [1843]). Igualmente, a principios de la década de 1870, aparece una primera generación de ilustradas que “desafió la situación de marginación de las mujeres”, tanto en Lima como en Cusco. “Conocida como la generación de los setenta, incluía básicamente a mujeres urbanas de clase alta que tuvieron acceso a la educación”, sobresalen Clorinda Matto, Mercedes Cabello, Trinidad Henríquez y Manuela Gorriti10 (Vargas, 2008: 45). Estas mujeres se reunieron y comenzaron a organizar veladas literarias donde, además, discutían sobre política y actualidad, y, a su vez, creaban varias publicaciones. Todo esto sucedió antes de la guerra del Pacífico (1879-1883), que enfrentó a Chile contra Perú y Bolivia, hecho que interrumpió las tertulias hasta que finalizó el conflicto bélico. A la generación siguiente de mujeres de la élite que se reunían en tertulias políticas y literarias se la llamó “generación de los noventa”. Estaba formada por profesoras que luchaban por la educación. Destacan Teresa González y Elvira García, quien enmarcó por primera vez su lucha dentro del feminismo. Era un feminismo de clase alta, algo confuso, matizado con la caridad al defender, por ejemplo, la educación técnica para mujeres pobres y la educación del hogar para mujeres de clase alta (Vargas, 2008).


			En el transcurso del siglo XIX y principios del XX se produjeron en el país varias revueltas campesinas contra los despojos de tierras y los abusos del gamonalismo11. Eran movimientos espontáneos que se intentaban invisibilizar porque los problemas del campesinado seguían sin formar parte del debate político. Es también sobre esta época cuando comienzan los problemas derivados del caucho en las zonas de selva. La llamada “fiebre del caucho” tuvo su auge en toda la zona amazónica (Brasil, Perú, Bolivia, Colombia, Ecuador y, con menor intensidad, en Venezuela) entre 1879 y 191212.


			Con el advenimiento de las repúblicas se mantuvo el nuevo orden social impuesto desde la herencia colonial, hecho constatado muy especialmente en la manera en que seguía viviendo y trabajando la mayoría de la población en las haciendas13. La discriminación, los abusos y violencias por parte del patrón eran cotidianas, las haciendas eran “reinos en el corazón de la República, los hacendados ejercían el papel de autócratas en medio de la democracia”, incluso “los hijos de algunos hacendados van niños a Europa, se educan en Francia o Inglaterra y vuelven al Perú con todas las apariencias de gentes civilizadas; mas apenas se confinan en sus haciendas, pierden el barniz europeo y proceden con más inhumanidad y violencia que sus padres” (González Prada, 2002: 131). Los patrones se consideraban dueños y amos tanto de las propiedades como de quienes vivían en ellas; las mujeres indígenas eran “moneda corriente” para satisfacer al patrón, a otros empleados de la hacienda o eran entregadas por sus propias familias como medio de cobro o para evitar represalias de algún tipo (Ruiz-Bravo, 2004). Uno de los primeros en describir esta situación fue Manuel González Prada14 en su texto Nuestros indios (1904), donde afirma que “un patrón ejerce sobre sus peones la autoridad de un barón normando. No solo influye en el nombramiento de gobernadores, alcaldes y jueces de paz, sino que hace matrimonios, designa herederos, reparte las herencias, y para que los hijos satisfagan las deudas del padre, les somete a una servidumbre que suele durar toda la vida”. Además, eran comunes los castigos como la “corma”, que era un cepo que se agarraba al pie para impedir caminar libremente, “la flagelación, el cepo de campaña y la muerte”. También había otros castigos humillantes como “el rapado del cabello y los enemas de agua fría”, “toda india, soltera o casada, puede servir de blanco a los deseos brutales del señor” (González Prada, 2002: 131). 


			A principios del siglo XX los cambios y revueltas sociales no hicieron más que empezar. Con la intención de lograr la igualdad jurídica y el acceso de las mujeres a cargos públicos, surgió en 1914 el grupo Evolución Femenina, fundado por María Jesús Alvarado. A través de una persistente lucha lograron el acceso de las mujeres a cargos públicos, como en las Sociedades de Beneficencia Pública, en 1915, pero la conquista de los derechos políticos no tuvo ninguna repercusión en la sociedad peruana del momento15 (Guardia, 2002). A nivel urbano, en la primera y segunda década del siglo XX, los primeros núcleos de mujeres que lucharon por sus derechos surgieron del movimiento anarcosindicalista, quienes publicaron en 1902 la revista La Idea Libre. Aunque ya existían grupos femeninos impulsados por la corriente mutualista que desarrollaban actividades educativas y de apoyo a las familias, cobraron mayor importancia bajo la influencia del anarquismo, al incluir entre sus objetivos la presencia de las mujeres en la estructura sindical. La mayor presencia femenina en el campo productivo no estuvo en la industria, sino en las tareas que realizaban independientemente, como la costura. La apertura de un espacio de participación de las mujeres posibilitó la publicación de La Crítica, periódico dirigido por Miguelina Acosta y Dora Mayer, hecho que influyó en la huelga de los sindicatos textiles de Vitarte (distrito al este de Lima) entre 1914 y 1915, en la que hubo una mayor presencia de las mujeres en tareas de abastecimiento y sostenimiento de la huelga (Guardia, 2002). En la huelga general de jornaleros de Huacho (región agrícola al norte de Lima) de 1917 es donde las mujeres pasaron a la acción y por lo que murieron dos de ellas en el enfrentamiento con la policía16. En homenaje a estas mártires de la jornada de las ocho horas, se dio el primer encuentro de feministas con mujeres políticas y trabajadoras. En 1919 tuvo lugar la primera movilización feminista de la historia peruana, “las mujeres se unieron para luchar por la reducción del precio de los productos de primera necesidad, nuevamente mujeres indigenistas, anarquistas, feministas y trabajadoras se organizaron, esta vez en un Comité Femenino Pro-Abaratamiento de las Subsistencias, generando una Asamblea Femenina” (Vargas, 2008: 47). Eran tiempos de cambios, pero, aun así, fueron difíciles para las mujeres que se revelaban contra su papel social tradicional, por lo que muchas fueron estigmatizadas, “tildadas de locas” y deportadas (Guardia, 2002).


			A lo largo de la historia peruana, se han sucedido numerosos gobiernos militares, siendo el autoritarismo un rasgo característico de su democracia. No obstante, siempre ha existido cierta resistencia por parte de la población frente al Estado, que ha luchado desde los pueblos, regiones y ciudades contra la dominación centralizada. Es decir, que “en contra del monopolio oligárquico del poder, la sociedad civil recurrió a antiguas y nuevas organizaciones”, convirtiéndose el siglo XX en “el resultado, espontáneo a veces y otras conscientemente, de la conformación de una estructura de clases sociales. El movimiento campesino primero, los movimientos obreros, estudiantil, de pobladores de barriadas, después, resquebrajan el edificio aparentemente tan sólido de la dominación oligárquica” (Flores Galindo, 1999: 70). En concreto, algunos acontecimientos sociales convulsos fueron la lucha por la reforma universitaria en 1918 y la oposición al régimen dictatorial de Augusto Leguía (1919-1930), etapa en la cual surgen las Universidades Populares González Prada (1920) para enseñar cultura general y especialización a la clase obrera y trabajadora. Es entonces, en los años veinte, cuando empieza a tener mayor relevancia el problema del campesinado, pero sin su participación directa. No será hasta finales de los años cincuenta cuando este se convierta en actor fundamental de la escena política nacional (Valderrama, 1978). 


			En este recorrido histórico, llegamos al surgimiento de nuevas formas de entender la realidad nacional, encarnadas fundamentalmente en Víctor Raúl Haya de la Torre17 y José Carlos Mariátegui18. Aunque con diferencias ideológicas, ambos tenían una visión social en la que se articulaba el pasado colonial, la estructura de clases resultante, su implantación en el Estado y sus efectos en la definición de la nación peruana (Cotler, 1988). En los años treinta, con la muerte de Mariátegui, dentro del Partido Socialista19 se acentuaron los enfrentamientos internos, lo que hizo que se debilitara; todo lo contrario a la Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA)20, la cual se convirtió en un partido de masas. También se creó la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP), que fue la primera central moderna de trabajadores. Pero, como sucedió antes en la historia del Perú, “las mujeres que habían participado activamente en su creación, ya sea como parte del movimiento global de trabajadores o a través de sus propias secciones femeninas en sindicatos u organizaciones laborales, fueron marginadas de esta etapa de lucha. Ninguno de estos partidos apoyó el voto femenino en la Constitución de 1933 y ninguna de las uniones femeninas fue invitada a formar parte de la CGTP” (Vargas, 2008: 48).


			Entre 1940 y 1970 se reduce bastante el analfabetismo21 en el país. Los años siguientes, las cifras se moderaron, pero continuaron progresivamente. Sin embargo, su presencia se mantuvo elevada en 1991, con marcadas diferencias por género: mientras que los hombres llegaron al 4,1%; las mujeres se situaron en el 17,4%. De hecho, las mujeres analfabetas representaban el 45,6% de la población femenina rural (Valdés y Gomáriz, 1993). Finalmente, es en 1955, durante la dictadura del general Manuel Odriá, cuando se alcanza el voto femenino en Perú (uno de los países más tardíos de América Latina); aunque, al seguir prohibido el voto a personas iletradas, no sería hasta 1979 cuando hubo sufragio para toda la población. 


			Es también durante la mitad del siglo XX cuando se produjeron ciertas transformaciones en la economía y sociedad peruanas que “generan un proceso de diversificación económica y diferenciación social, bajo un nuevo impulso de desarrollo capitalista que implica un cambio hacia un patrón de acumulación sustentado en el polo urbano-industrial de la economía. Políticamente, estas transformaciones tienen su expresión en un periodo de profunda (y definitiva) crisis del régimen de dominación oligárquico que se abre en 1956 y se prolonga hasta 1968” (Gibaja, 1983: 11). Durante estos años también comenzaron las recuperaciones de tierras de las haciendas por parte de las comunidades campesinas. Las primeras oleadas se dan en la sierra central peruana, entre los años 1959 y 1963. Fue un movimiento que acabó extendiéndose por todo el país. Miles de campesinos organizados ocuparon extensas hectáreas pertenecientes hasta entonces a un pequeño número de propietarios con grandes terrenos. En estos casos, el campesinado sí era sujeto activo de la realidad peruana, tal y como lo explicó Hugo Blanco (1974), líder trotskista del movimiento campesino de Cuzco.


			Todas estas demandas y luchas por la tierra de finales de los años cincuenta y principios de los sesenta, especialmente ocurridas en zonas rurales del país, derivaron en la creación de varios grupos guerrilleros (FIR, MIR y ELN) que actuaron hasta 1966.


			Los últimos meses del Gobierno democrático de Fernando Belaúnde Terry (Acción Popular, 1963-1968) estuvieron sacudidos por una serie de escándalos, en especial los referidos al petróleo y al contrabando, además de un cambio en el gobierno debido a la nueva alianza del APRA con la burguesía emergente peruana (Angell, 1984). Todo esto lo utilizaron las Fuerzas Armadas como justificación para derrocar a Belaúnde con un golpe de Estado, iniciando así el periodo del Gobierno militar “izquierdista” y nacionalista liderado por el general Juan Velasco Alvarado. Respecto a este Gobierno militar (1968-1975), la discusión académica para caracterizarlo políticamente es amplia y diversa. Tovar (1985) considera que fue una “revolución desde arriba, antioligárquica y con rasgos nacionalistas”; Barrig (1986: 148) afirma que se trataba de un “régimen militar populista”; Touraine (1989: 185) lo define como “el más importante de los regímenes militares de orientación nacional-populista” y Montoya Rojas (2011: 54) como una “revolución democrático nacional”. En lo que coinciden quienes lo han estudiado es que el Gobierno de Velasco logró cambiar la estructura de dominación oligárquica tanto a nivel material como simbólico. El quechua pasó a tener categoría de idioma oficial junto con el castellano y la imagen de José Gabriel Condorcanqui “Túpac Amaru II” pasó a ser el símbolo de la “Revolución de las Fuerzas Armadas”, como la autodenominaron. Además de la nacionalización de la International Petroleum Company (1968), implementó diversas reformas que transformaron el país a nivel social, político y económico, como la ley de la reforma agraria, en junio de 1969; la ley de reforma industrial, en julio de 1970; ley de pesquería, en marzo de 1971; ley de minería, en junio de 1971 y la ley general de educación, en marzo de 1972. De todas estas medidas adoptadas, destacaba la reforma agraria, fruto igualmente de las luchas y demandas campesinas anteriormente descritas. El objetivo de esta reforma fue una real integración nacional, aunque también se ha considerado que se hizo “para bloquear el desarrollo del movimiento campesino de los ‘cholos’, con todas las consecuencias negativas para la sociedad rural y para la producción agropecuaria” (Quijano, 2005: 8). En el ámbito rural, para implementarla, se fundó la Central Nacional Agraria (CNA). La reforma agraria excluyó desde sus inicios a las mujeres debido a que, entre otras cuestiones, el concepto tradicional de familia y del rol del jefe de hogar seguía manteniendo a la mujer en un segundo plano, y la posibilidad de beneficiarse de la reforma era exclusivamente en caso de fallecimiento del adjudicatario varón (Decreto Ley Nº 17716, 24 de junio de 1969). Por ello, únicamente el “5% de mujeres a nivel nacional y el 2% en el norte tuvieron acceso a los beneficios de la reforma agraria. Otras mujeres, con igual historia de trabajo, no accedieron a ser socias de las cooperativas por los requisitos impuestos por la ley; sin embargo, a algunas se les permitía participar en las asambleas en representación de sus hijos varones menores” (Fernández, 2010: 15). 


			La izquierda estaba divida en torno al apoyo o simpatías que generaba el Gobierno de Velasco. Algunas de las críticas más duras venían por parte de las organizaciones políticas maoístas PCP-Patria Roja y PCP-Bandera Roja22, las cuales desde sus documentos de propaganda “ponían respectivamente en guardia al pueblo peruano contra la ‘falsa reforma agraria’ de 1969 que tenía otros objetivos distintos a los anunciados. Denunciaban que, en tanto que criatura del imperialismo yanqui, dicha reforma disfrazaba sus trapos contrarrevolucionarios bajo sutiles artimañas” (Dorais, 2012: 15). Pero, aunque existan críticas que consideren esta reforma como algo sin sentido, aseverando que “la utopía tecnocrática de Velasco fue anodina, mal definida y desabrida” (Mayer, 2009: 330), conviene recordar que hay cierto consenso en la actualidad acerca de las transformaciones que conllevó. Esta reforma agraria al menos concedió la ciudadanía a todos los peruanos y ciertamente se cambiaron las relaciones de poder en el contexto rural (Béjar, 2009)23.


			Finalmente, la reforma no concluyó con los objetivos marcados y si bien la teoría hizo generar muchas expectativas sociales, la práctica evidenció una falta de capacidad gubernamental a todos los niveles. De modo similar, sucedió en general con la “aventura velasquista”, que consiguió la incorporación y visibilización de los sectores populares a la vida política de Perú, pero fracasó al verse rebasada su capacidad de control y de planificación. “El régimen dejaba a los grupos a quienes trataba de incorporar atados al momento excepcional de la transformación política; mientras tanto, se iban improvisando líneas de continuidad, lo que producía inseguridades e inestabilidades personales y sociales” (Grompone, 2005: 194). Además, debido a las presiones de las élites y de personas expropiadas por las distintas reformas, una fuerte inflación y una cada vez más agravada crisis económica, el Gobierno de Velasco será depuesto a la fuerza en 1975 por el militar conservador Morales Bermúdez (1975-1980). Morales comenzó a deshacer las reformas de su antecesor y abrió el país a capitales extranjeros, entre otras medidas adoptadas, lo que incrementó así la deuda externa. Todo esto unido a un éxodo rural, un proceso importante de urbanización, el surgimiento de varios partidos políticos y una sociedad dividida que generaba una terrible exclusión, se alteraron “las reglas de juego establecidas y cambió el rostro del Perú” (Matos Mar, 1986: 17). Pero esta crisis era consecuencia del proceso de modernización debido a una combinación del “crecimiento demográfico, la explosión de las expectativas, el mayor acceso de las masas a la información, la urbanización sin industrialización y una crisis económica sin precedentes”. El desenlace fue un “desborde popular” característico de las décadas de los setenta y ochenta, afectando a su estructura social, política, económica y cultural (ibíd.: 18). 


			Durante estas décadas de finales del siglo XX, los partidos de izquierda fueron ganando terreno en los gremios de la clase trabajadora y de los sectores universitarios, llegando a ser muy influyentes en la sociedad civil. Esto quedó patente en las movilizaciones, paros obreros y regionales, entre otros, que tuvieron su máxima expresión de descontento en los paros nacionales de los años 1977 y 1978. Acontecimientos por los que el presidente Morales Bermúdez se vio en la necesidad de volver a la democracia y convocar elecciones a la Asamblea Constituyente en 1978 y comicios generales en 1980. 


			Los grupos armados insurgentes 
del conflicto interno peruano


			El Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso, PCP-SL24


			Desde que, en 1928, José Carlos Mariátegui fundara el Partido Socialista, que después se convirtió en el Partido Comunista, ha habido muchas escisiones dentro de él. Una de las más importantes fue la que comprometió internacionalmente a todos los partidos comunistas y derivó en dos grandes bloques: por un lado, estaban los seguidores del Partido Comunista Chino (PPCH) y, por otro, los del Partido Comunista de la Unión Soviética (PCUS)25. Así, a principios de los años sesenta, el Partido Comunista del Perú quedó divido igualmente en dos grandes corrientes ideológicas; para diferenciarlas se las comenzó a llamar por sus respectivos periódicos, de un lado estaba el PCP-Unidad, de tendencia prosoviética, y por el otro, el PCP-Bandera Roja, de orientación prochina. Si bien las ideas de la revolución de Mao exportadas desde la República Popular se extendieron por toda Latinoamérica, fueron especialmente importantes en Perú, aglutinando a militantes comunistas como en ningún otro país de la región26. 


			Estas ideas maoístas calaron especialmente en Ayacucho, por sus particularidades regionales27; por la relevancia que llegó a tener la Universidad Nacional de San Cristóbal de Humanga (UNSCH)28, entendida como una manera de “escapar de una situación miserable y opresiva”, y por la voluntad política de sus principales defensores (Degregori, 1990). Así fue cómo, entre 1969 y 1970, se disgregó el PCP-Bandera Roja, dando lugar al PCP-SL, dirigido por el profesor universitario de la UNSCH Abimael Guzmán29 (alias camarada Gonzalo), de donde saldrían la mayor cantidad de cuadros del recién creado partido. El nombre con el que familiarmente se comenzó a conocer proviene del lema de una facción del Frente de Estudiantes Revolucionarios (FER): “Por el sendero luminoso de Mariátegui”.


			En 1973, el PCP-SL celebró el III Pleno del Comité Central (CC), donde se tomaron una serie de medidas estratégicas importantes. Establecieron la creación de los organismos generados dependientes del partido, los cuales eran definidos como “movimientos propios” formados por “el proletariado en los diferentes frentes de trabajo”. Sus principales características eran que estaban “adheridos a Mariátegui”; se trataban de “organizaciones de masas” y debían estar “ceñidos al centralismo democrático” (PCP-SL, 1988: 5530). Quedaban conformados, entre otros, el Movimiento de Campesinos Pobres, el Movimiento de Obreros y Trabajadores Clasistas (MOTC), el Movimiento Juvenil, el Movimiento de Niños Pioneros y el Movimiento Femenino Popular (MFP). Para la presente investigación, nos interesa especialmente este último, pero incluso en la actualidad resulta difícil saber de manera certera en qué año se fundó el MFP; algunas autoras hablan de 1965 (Andreas, 1999; Guiné, 2016); otras, de 1970 (Yparraguirre, 2006); según la Comisión de la Verdad fue en 1973 (CVR, 2003); finalmente, también aparece como año de creación el 1974 (Heilman, 2010). Es posible que esta confusión provenga de que, en 1963, se formó una Fracción Femenina del FER, así como otras asociaciones primigenias que posteriormente darían lugar al MFP. Sea en un año u otro, este organismo generado tuvo gran relevancia para las mujeres del PCP-SL, ya que desarrolló un trabajo político específico por y para mujeres. Además, siguiendo la estigmatización e invisibilización de las mujeres del PCP-SL, el nombre de Augusta La Torre ha corrido la misma suerte. Conocida con el seudónimo de camarada Norah, fue miembro del Buró Político, del Comité Permanente y la segunda en jerarquía en la Dirección Nacional del PCP-SL, hasta que murió en 1988, en circunstancias todavía desconocidas, en Huamanga, lugar donde también nació. Hija de Carlos La Torre, líder del Partido Comunista en Huanta (Ayacucho), y primera esposa de Abimael Guzmán, estos condicionantes personales son los únicos que han trascendido a nivel público, pero parece ser que políticamente hablando era bastante activa y con iniciativa, siendo su “trabajo partidario” decisivo para el PCP-SL y especialmente para el Movimiento Femenino Popular (Heilman, 2010).


			Es a partir de 1974 cuando el PCP-SL se expande más allá de la universidad y muchos cuadros se trasladan al campo para unirse y convivir en las comunidades rurales. Dependiendo del contexto y la particularidad de cada comunidad podían ser bien recibidos (fundamentalmente los primeros años) o tener enfrentamientos con la población, aunque igualmente terminaban imponiéndose. Esta estrategia, llamada “batir el campo”, se basaba “en la eliminación de muchos campesinos ricos o medianos, de los delatores y de los representantes del Estado. Este hecho tenía por finalidad originar un desbande generalizado en las zonas rurales, donde el PCP-SL construye sus Bases de Apoyo, parte indesligable de la metodología de su trabajo campesino” (Granados, 1999: 131). Esta manera de proceder será incluida en el comunicado “Retomemos a Mariátegui y reconstituyamos su Partido” de 1975, donde expresan “ante las masas de nuestra patria, ante obreros y campesinos en especial”, la estrategia a seguir para el “desarrollo de la guerra popular” (PCP-SL, 1975). Este proceso de “reconstitución del partido” se concreta entre los años 1977 y 1979 y, convencido de su lucha, sin contar con el resto de partidos políticos, el PCP-SL sigue considerando que debido a las características peruanas del momento existía una situación revolucionaria en desarrollo y que la única salida era la lucha armada (PCP-SL, 1979). Antes de proclamarla, en el IX Pleno Ampliado del Comité Central, pronunciaron como discurso el comunicado titulado: “Por la nueva bandera” el día “7 de junio de 1979, precisamente la fecha en que los peruanos celebran el Día de la Bandera, desafiando al Estado y sus símbolos” (CVR 2003: II: 23). Después de diversos enfrentamientos internos por la estrategia partidaria a seguir y el liderazgo del PCP-SL, quedó conformado el Comité Permanente Histórico (después de haber depurado el Comité Central), cuya dirección asume Abimael Guzmán como “presidente Gonzalo”, seguido de Augusta La Torre (camarada Nora) y Elena Yparraguirre (camarada Miriam). Finalmente, se concretó el Inicio de la Lucha Armada, denominada “ILA-80”, a finales de 1979, en la I Escuela Militar del Partido, donde pronunciaron el discurso de clausura: “Somos los iniciadores”, acordando así comprometerse por el camino del camarada Gonzalo al comienzo de la lucha armada en 1980 (PCP-SL, 1980). Y aunque por aquel entonces “no eran muchos y no tenían medios, no había ningún grupo en el país y quizás en el hemisferio más motivado, convencido y decidido que aquel” (Gorriti, 2009: 70).


			El Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA)31


			La Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA)32, fundada por Víctor Raúl Haya de la Torre, se convirtió en un partido multitudinario, aunque fuera ilegalizado (al igual que el Partido Comunista) de 1932 a 1956. Posteriormente, entre los años 1956 y 1959, las diferencias dentro del APRA fueron cada vez mayores, hasta que Haya de la Torre acabó por no asistir a la IV Convención Nacional de octubre de 1959 (Manrique, 2009). En 1959, un grupo de militantes desencantados por la trayectoria “reformista” del APRA abandonaron el partido y fundaron el APRA Rebelde, dirigido por Luis de la Puente Uceda. Este último, de ideología marxista-leninista, se haría llamar en 1962 el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) y con esta transformación el “proceso hacia la construcción de una identidad nueva entraba en una nueva fase” (Rénique, 2006: 83). El MIR consideraba necesaria la lucha armada y se autodenominaba “la nueva izquierda”, oponiéndose a la vieja representada por el APRA y el Partido Comunista Peruano (PCP), de quienes opinaban que estaban sometidos a las líneas políticas del Partido Comunista de la Unión Soviética (PCUS) y del Partido Comunista Chino (PPCH). En 1965, el MIR inició la lucha armada considerando que únicamente una vanguardia revolucionaria con la ideología del proletariado sería quien podría terminar el proceso de liberación del pueblo peruano (De la Puente, 1964), cuyas acciones armadas terminaron en 196633.


			Las tres facciones en las que se separó el MIR en 1967 (MIR-EM, MIR-VR y MIR-IV) continuaban apelando a la idea de la “lucha revolucionaria” durante el Gobierno de Velasco. Posteriormente, el MIR-VR (Voz Rebelde) y el MIR-IV (IV Etapa) participaron en las elecciones para la Asamblea Constituyente de 1978 en la coalición de izquierdas Unidad Democrática Popular, UDP (y posteriormente en IU), siendo parte de la “izquierda legal”. Sin embargo, MIR-EM (El Militante) mantuvo el discurso de la lucha armada. En los resultados de esas elecciones de 1978, la coalición UDP obtuvo grandes resultados (29,5%); por ello, y con el fin de optar al poder en las elecciones presidenciales de mayo de 1980, diversas organizaciones de la izquierda constituyeron la Alianza Revolucionaria de Izquierda (ARI). No obstante, el proyecto fracasó debido a discrepancias y tensiones entre sus distintos integrantes, quedando esta Alianza dividida dos días antes del cierre de las inscripciones electorales.


			Según Alberto Gálvez, quien fue parte de la Dirección Nacional del MRTA hasta 1992, “tras la decisión de los militares de replegarse a los cuarteles (1977) y la convocatoria a la Asamblea Constituyente, se le planteó a la izquierda radical la urgencia de pasar de la prédica ideológica a la acción política, del impulso al movimiento social a la formulación de proyectos estratégicos” (Gálvez, 2012: 28). Así fue como se dieron los primeros pasos para la construcción del MRTA, nacido de la convergencia del MIR-EM y el Partido Socialista Revolucionario-Marxista Leninista (PSR-ML). Ambos celebraron en junio de 1980 la Conferencia Unitaria donde declararon seguir las “mejores tradiciones de nuestro pueblo en la lucha por la liberación, desde Manco Inca y Túpac Amaru hasta Mariátegui”, además de toda la corriente socialista latinoamericana, porque formaba parte del proceso “revolucionario” continental entendiendo que “la patria es América”. Afirmaban no tener “enemigos en la izquierda” y tomaban como referentes la Revolución cubana, la vietnamita y el nicaragüense Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), ejemplos que consideraban necesarios para “una revolución nacional democrática y popular” que vendría a través de la lucha armada (MRTA, 198034). 


			Cuando el PCP-SL comenzó su ILA en las elecciones de mayo de 1980, el PSR.ML-MIR.EM argumentó en el comunicado “Nuestra Posición” que no estaban en condiciones de comenzar una “guerra revolucionaria” porque aquel momento era “la antesala del recrudecimiento de los factores objetivos que signaron al periodo prerrevolucionario”, aunque no descartaban la violencia como herramienta para desarrollar la conciencia y la organización de las masas (MRTA, 1980).


			El MRTA se fundó en 1982, y a pesar de que comenzó oficialmente en 1984, fue entre los años 1982 y 1984 cuando comenzó a ejecutar acciones y a organizar a sus militantes política y militarmente (Lust, 2015). En 1982, se celebró el Comité Central en el que dirigentes del PSR.ML-MIR.EM realizaron el balance a nivel nacional e internacional, concluyendo que, en ese momento, sí se encontraban en una etapa revolucionaria. Por consiguiente, su tarea principal se convirtió, a partir de entonces, en desarrollar “la lucha armada, entendiendo este proceso como la estrategia de la guerra revolucionaria y la insurrección de todo el pueblo” (MRTA, 1982). Como argumenta Víctor Polay, uno de los fundadores del MRTA y dirigente de la organización hasta su detención en 1992, consideraban que desde el movimiento popular “había una gran demanda por iniciar una actividad político-militar, distinta en el país” (Polay, 2007: 301). 


			El I Comité Central del MRTA tuvo lugar en Lima en 1984. El consenso al cual llegaron fue que la situación nacional estaba caracterizada por una crisis social, política y económica, señalando como principal responsable de ese escenario la violencia del PCP-SL y de las fuerzas del Estado. Hasta esa fecha, el MRTA únicamente había consumado acciones en las ciudades de Lima y de Huancayo, pero sin reconocer la autoría debido a que “toda la organización se encontraba trabajando hacia adentro, en un intenso proceso de acumulación de fuerzas internas: acciones de recuperación económica, desarmes, escuelas de formación político-militar. Nuevos compañeros se habían incorporado, la actividad militar se había incrementado y era necesario ordenar el proyecto” (MRTA, 1984). En ese Comité se decidió también “el traslado de compañeros, armamento y recursos al Cusco donde existía un trabajo en el campesinado de zonas altas. Igualmente, el empezar a construir un movimiento de masas diferenciado del reformismo” (ibíd.). Además de la lucha armada, el MRTA consideró importante combinarla con otras estrategias de lucha, como la “propaganda armada” para dar a conocer al MRTA, la denuncia de la política económica del Gobierno y las explicaciones a la población sobre la necesidad de la “guerra revolucionaria” como única solución a la situación de crisis existente (MRTA, 1985). 


			Metodología y fuentes de la investigación 


			La intención del presente libro es describir y analizar las experiencias sociales (Dubet, 2010) de las mujeres del MRTA y del PCP-SL marcadas por su contexto sociohistórico y por su biografía, es decir, integrando su subjetividad individual sin olvidar la importancia que suponen las influencias macrosociales de la realidad.


			Esta obra está basada en mi tesis doctoral. El principal objetivo fue analizar la experiencia de un conjunto de mujeres que de alguna manera se vincularon a ambos grupos armados insurgentes, ya fuera antes o durante el conflicto, o bien por entrar en contacto con ellos ya en la cárcel. Los interrogantes que guiaron mi investigación fueron: ¿Ha empoderado a las mujeres su participación en los grupos armados o, por el contrario, ha consolidado las relaciones de poder a nivel genérico? ¿Qué buscan las mujeres participando en el conflicto armado? ¿Cómo han vivido el conflicto y todo lo que este supuso? ¿Cómo es su vida en la actualidad, bien sea en la calle después de largas condenas o todavía entre rejas? ¿Cómo se han transformado, cambiado y reconstruido sus identidades? ¿Cuál es el papel desempeñado por los medios de comunicación, gobiernos y el resto de la opinión pública a la hora de analizar a estas mujeres?


			Esta investigación es abordada desde una perspectiva multidisciplinar sustentándose en la sociología, la antropología, la psicología social, la historia y las ciencias políticas. No obstante, nos situaremos más cerca de la corriente llamada psicosociología crítica feminista, la cual enfatiza el concepto de patriarcado y el carácter político de las relaciones, al mismo tiempo que subvierte las categorías de hombre y mujer, interconectándolas con las de raza/etnicidad y otras dimensiones humanas. Lo que se plantea “es una mirada a la realidad en la que se renombre la experiencia y no se deje de explicar y aclarar nada de lo que las mujeres en su diversidad consideran suyo, lo que incluyen en sus relatos de realidad” (Cabruja y Fernández Villanueva, 2011: 94).


			La metodología cualitativa es la más adecuada para una investigación de esta naturaleza, obteniendo la información a través del análisis documental y del trabajo etnográfico. Por ello utilicé diversas fuentes de información y materiales empíricos, tanto en Perú, Reino Unido, Finlandia y España.


			Asimismo, recurrí a distintos recursos audiovisuales y electrónicos, como videos, audios y fotografías extraídas especialmente de la vasta información obtenida por la CVR. También me resultó de gran utilidad internet para consultar, por ejemplo, documentos internos del PCP-SL y del MRTA que están actualmente digitalizados, pero igualmente para material informativo de otra índole. Además, se consultaron periódicos y revistas tanto actuales como de la época de la violencia política peruana.


			Con el fin de analizar la identidad y la subjetividad de las mujeres investigadas, he recurrido a dos técnicas de investigación social: la entrevista cualitativa semiestructurada en profundidad y la observación participante. Las entrevistas en profundidad, reuniones en grupo, charlas informales y la observación de campo las realicé en distintas ocasiones, con motivo de mi estancia en Perú durante casi dos años no consecutivos. Una primera estancia fue de junio a diciembre 2007 y, más tarde, una segunda, de agosto de 2008 a julio 2009. 


			Debido a la complejidad del tema abordado, unido al estigma social que poseen las mujeres del estudio (tanto dentro como fuera de la cárcel), junto con el miedo que todavía persiste y el tabú con el que es tratado el tema, he tenido serias dificultades a la hora de realizar el trabajo de campo. Obviamente, estas dificultades me han dotado de mayor experiencia, herramientas y capacidad de resolución a la hora de abordar investigaciones posteriores. Y aquí es donde se hace necesario subrayar el componente ético, así como ser conscientes de las consecuencias que conlleva cualquier investigación, aunque estas no sean premeditadas. Varias mujeres relataron que, cuando la CVR entró en las cárceles hacia el 2002, muchas dieron su testimonio al asegurarlas que no tendrían consecuencias negativas en sus procesos judiciales, y que, por el contrario, podrían obtener algún beneficio penitenciario. Pero la realidad fue bien distinta: al revisar sus casos, les aumentaron la condena al aportar esos testimonios como nuevas pruebas y confesiones. Fuera de la cárcel, las mujeres temen que la sociedad sepa su pasado carcelario y las juzguen sin darles una oportunidad; en varias ocasiones me contaron que, cuando se enteraron en sus empleos que habían cumplido condena por “terrorismo”, las despidieron o tuvieron dificultades y complicaciones de algún tipo.


			Ahora bien, tratar con el respeto y la consideración que se merecen las personas que acceden a contarte su vida no quiere decir que se acabe aceptando los puntos de vista, sentimientos y pensamientos de las personas investigadas, ni mucho menos que se justifiquen las acciones cometidas por estas. Se trata más bien de adoptar una actitud de escucha activa y metódica (Bourdieu, 2010) y también de humildad, siendo consciente en todo momento de mi papel como investigadora.


			Algunas de las entrevistas se desarrollaron dentro de la cárcel; otras, con mujeres que ya habían salido (de mayor duración y, con algunas, varias veces) después de haber cumplido condenas de entre 8 y 14 años. En el interior de la cárcel, con las mujeres del PCP-SL se realizaron varias reuniones de grupo informales, previas a las entrevistas en profundidad, en las que se comentaba la experiencia en el conflicto y en la cárcel, pero que también intuí que les servía a ellas para “ponerme a prueba”, pues me hicieron una infinidad de preguntas sobre temas muy variados. Estas reuniones fueron interesantes porque las mujeres tenían una actitud diferente a cuando luego hablaba con ellas a solas. En grupo se podía averiguar las jerarquías dentro de la organización, además de que su lenguaje y su discurso eran más homogéneos, centrados siempre en aspectos más políticos e ideológicos. Los temas principales de las entrevistas están desarrollados en un guion de entrevista, pero el desarrollo de los temas y de las preguntas dependió de la práctica real. Existe una ligera variación sujeta a si las mujeres continuaban privadas de libertad en la cárcel o si, por el contrario, ya habían salido de esta. 


			La elaboración de las entrevistas se ha dado en un ambiente, en ocasiones, rígido, incluyendo alguna situación forzada, especialmente en la cárcel. Conseguí ingresar en la prisión como investigadora debido a que conocía a varias personas que trabajaban o realizaban diferentes labores en las cárceles. Tal fue el caso de Pilar Coll Torrente, quien desde 1993 hasta su muerte, en 2012, realizaba trabajo humanitario con presas tanto del PCP-SL y del MRTA como con presas comunes. También Rocío Silva-Santisteban estaba por aquel entonces realizando un taller de literatura con las presas. Además, conté con el apoyo institucional desde la Universidad Nacional de San Marcos, que avaló mi ingreso en la cárcel a través de una carta de presentación. Todo esto me facilitó la entrada a nivel burocrático, pero también hacia las internas del penal.


			Las entrevistas con las mujeres que ya no estaban en la cárcel han sido igualmente difíciles, aunque con matices. El grado de satisfacción de estas dependía de la confianza que estableciera con ellas, dándole al muestreo una característica típica de la técnica “bola de nieve”, porque las personas entrevistadas remitían a otras que igualmente disponían de información valiosa para la investigación. En este caso, las entrevistas se realizaron en diversos lugares, normalmente cerca del lugar de residencia de las participantes o bien en algún lugar intermedio, como, por ejemplo, la Universidad Nacional de San Marcos. Aunque fuera de la cárcel disponíamos de mayor facilidad a la hora de conseguir un ambiente propicio, en diversas ocasiones no se contó con tanta intimidad, como las realizadas en cafeterías o restaurantes, porque existía una inadecuada acústica o bien se percibía cierta incomodidad en la persona informante por dar su testimonio en un espacio público. 


			Por los motivos anteriormente expuestos, fue difícil seleccionar la muestra de mujeres que ya no estaban en la cárcel. En ocasiones varias personas me confirmaron que podría hacer la entrevista a mujeres que cumplían con el perfil de mi muestra, pero, al final, no se pudieron concretar. Fue el caso de una compañera de la universidad que estaba por aquel entonces haciendo su investigación en Chile y me dijo que conocía a mujeres del PCP-SL que se habían exiliado a ese país. También otra persona me aseguró que podría ponerme en contacto con varias mujeres del MRTA que habían formado parte de una columna militar exclusivamente femenina. 


			El hecho de que yo también fuera mujer facilitó mi acercamiento a estas mujeres. En ocasiones los testimonios eran sobrecogedores, llegando incluso a quebrarse emocionalmente y llorar mientras recordaban sus experiencias o a sus seres queridos. 


			En total se han realizado 13 entrevistas en profundidad: ocho a mujeres integrantes del PCP-SL y cinco del MRTA. Cuatro mujeres del PCP-SL y dos del MRTA35 estaban todavía cumpliendo condena dentro de prisión. Todas fueron realizadas por mí, excepto una que hizo el historiador, Renzo Aroni, en Lima, a una mujer del PCP-SL que hacía poco tiempo que había salido de la cárcel. 


			En el momento de realizar las entrevistas (2007, 2008 y 2009), las mujeres tenían una edad media de 50 años, la más joven 35 años, y la más mayor, 63. Todas cumplían o habían cumplido largas condenas de cárcel por delito de terrorismo y habían pasado una media de 15 años privadas de libertad. En la actualidad, varias continúan encarceladas, incluso algunas de ellas con cadena perpetua36. Variaban los rangos de estas mujeres dentro de sus organizaciones: las hay que formaron parte de las “masas de apoyo” o rango medio y estuvieron en campamentos “políticos” de la sierra o selva peruana, integrando la Fuerza Local o Fuerza Base. Y también las hay de la cúpula o comité central de ambas organizaciones.


			La duración de las sesiones fue dispar, algunas constaban de una única sesión, pero en otros casos entrevisté dos o tres veces a la misma persona. Paralelamente, realicé entrevistas a otras personas que habían vivido los años de conflicto de manera directa o indirecta, pero desde otro ángulo, para tener una visión más amplia y diferente sobre las mujeres de la muestra: personas pertenecientes a la Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú (cuatro); personas académicas y especialistas del conflicto armado (siete); organizaciones de derechos humanos (cinco); hombres pertenecientes a ambos grupos armados (cuatro); miembros de asociaciones de familiares y expresos/as políticos/as (tres); inocentes liberados/as (cinco).


			La observación participante se llevó a cabo en la Asociación de Afectados por la Violencia Política; Asociación de Inocentes Liberados; Asociación Nacional de Familiares Asesinados, Secuestrados y Desaparecidos (ANFASEP); Asociación de Familiares de Desaparecidos y Víctimas de Genocidio (AFADEVIG) y diversos eventos, charlas y talleres relacionados con el conflicto armado llevados a cabo por la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (UNMSM), PUCP y el Programa Democracia y Transformación Global.


			No esperaba, como es obvio en una muestra de esta naturaleza, una representatividad estadística. Como ya expresé anteriormente, la intención de esta investigación fue rescatar la memoria y las experiencias subjetivas de las mujeres integrantes de ambos grupos armados.









			Capítulo 1


			LA GUERRA Y LA VIOLENCIA POLÍTICA 
DESDE UN ENFOQUE CRÍTICO FEMINISTA






			1.1. Introducción 


			La historia que conocemos, tanto a nivel mundial como local, ha sido escrita por y desde la mirada masculina, está hecha de gestos y gestas de las diferentes “culturas” de los hombres, variantes del mismo sistema civilizatorio, basado en un entretejido de ideas de superioridades y dominios (Pisano, 2007: 71). El discurso histórico privilegia las acciones, reflexiones y sentimientos de los hombres, dejando a las mujeres la condición de “acompañante”, “esposa” o “amante” de un personaje masculino que ocupa el centro del análisis (Yañez, 2003). Esto resulta más evidente a la hora de analizar los conflictos bélicos y guerras, cuestiones que han preocupado y movilizado de manera individual y colectiva a mujeres de todas las épocas históricas, a pesar de que sus voces y acciones no hayan sido tenidas en cuenta (Nash y Tavera, 2003). Podríamos afirmar, entonces, que las sociedades occidentales, a través de sus sistemas culturales, institucionales y simbólicos, están diseñadas para que sean las mujeres las que dan la vida, y los hombres, la muerte. 


			A nivel histórico podemos encontrar referencias de la participación activa de las mujeres en las guerras que se remontan siglos atrás y en todos los continentes. Algunos ejemplos de esta participación en conflictos bélicos desarrollados en Perú nos remiten a Micaela Bastidas Puyuqawua (1744-1781), nombre más visible de una larga lista de luchadoras andinas, quechuas y aimaras, que participaron en insurrección indígena con el fin de obtener la independencia americana dirigiendo ejércitos o realizando labores de estrategas (Vega, 1972), tales como Tomasa Tito Condemaita (1740-1781), Cecilia Escalera Túpac Amaru (1742-1783), Marcela Castro (m. 1783), Bartolina Sisa (1753-1782), Gregoria Apaza (1751-1782), Manuela Tito Condori (m. 1783) y Margarita Condori (m. 1783), entre otras. En la guerra del Pacífico de finales del siglo XIX que enfrentó a Perú contra Chile, las mujeres también tomaron parte activa en ella. Se conocen como las “rabonas”, llamadas así porque iban en la retaguardia37 y en número similar a los hombres (Von Tschudi, 2003). Fueron mujeres de extracción campesina, quechuas y aimaras; algunas fueron compañeras de los soldados, pero que siempre actuaron en las campañas militares adelantándose para aprovisionarse de alimentos; actuaron como enfermeras y tomaron las armas en ocasiones (Villavicencio, 1992). 


			Posteriormente, se ha constatado la participación activa de las mujeres en las guerras y conflictos contemporáneos como la Segunda Guerra Mundial, las guerras de Vietnam, de varios países de Latinoamérica y de otros de África y Asia38, principalmente en guerrillas y ejércitos de movimientos revolucionarios o nacionalistas. 


			A principios del siglo XX, la Revolución mexicana contó con numerosas mujeres que, a pesar de haber sido silenciadas históricamente, desempeñaron distintas funciones bélicas, como en la propaganda política, el abastecimiento y en posiciones de combates como coronelas en el Ejército zapatista (Murillo, 2006). Durante las dos guerras mundiales, especialmente en la segunda, se incrementó significativamente el número de mujeres en las filas de todos los bandos. En Rusia, durante la Primera Guerra Mundial, bajo el Gobierno de Kerensky, una unidad de mujeres soldado conocida como “El Batallón de la Muerte” y compuesta por 2000 voluntarias fue enviada a luchar en el frente junto con Alemania. Sin embargo, fue durante la Gran Guerra patriótica, desde 1941 en adelante, cuando este grupo de mujeres se unió a las filas de la Armada soviética, calculando que fueran un millón de mujeres soldado, lo que hacía el 8% del total de las fuerzas armadas (Reynaud, 1988). Ingrid Strobl (1996), en su libro Partisanas, constata como las mujeres se alistaron en masa a los movimientos de resistencia armada contra el fascismo y la ocupación alemana (1936-1945), especialmente en Italia y en Yugoslavia. En el continente africano tampoco son una excepción. En países como Liberia, Etiopía, Mozambique o Uganda, la movilización de las mujeres fue alta (Bennet, Bexley, Warnock, 1995). Las guerrillas de Zimbabue para la Liberación Nacional Africana contaban con 4000 mujeres soldado, que representaba el 6% de las fuerzas armadas. El Frente Popular de Liberación del Tigré, que comenzó su lucha armada en 1974 (y gracias a otros grupos consiguieron derrocar al Gobierno de entonces de Etiopía), contaba con más del 30% de combatientes femeninas (Goldstein, 2001).


			De las cinco organizaciones que formaban el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) de El Salvador, las mujeres combatientes desmovilizadas fueron el 30% (Vásquez et al., 1996). Fueron numerosas las argentinas que participaron en la lucha armada contra la última dictadura cívico-eclesiástica-militar en diferentes organizaciones, principalmente en Montoneros y PRT-ERP (Diana, 2006; Martínez, 2009). En el conflicto armado colombiano, que duró hasta 2016, el colectivo oficial de desmovilización situó entre los años 1989 y 1994 la participación femenina en un 30% (Lelièvre, Moreno y Ortíz, 2004; Londoño y Nieto, 2006). Y curiosamente también hay estudios que estiman que tanto en el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) de Nicaragua como en el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), el porcentaje de mujeres fuera alrededor del 30% (Kampwirth, 2007). Aunque se ponga en duda dicha estimación en el número de mujeres combatientes, entre otras cuestiones porque la cifra es la misma en todos los casos, resulta innegable el aumento de la participación de mujeres en los movimientos guerrilleros latinoamericanos más recientes, sobre todo si lo comparamos con experiencias análogas anteriores, como la guerrilla cubana, donde únicamente el 5% fueron mujeres (ibíd., 2007).


			En ETA, las integrantes femeninas eran entre el 10 y 15% de los miembros (Hamilton, 2013). En Kurdistán39, el Partido de Trabajadores Kurdos (PKK) tiene un alto porcentaje de mujeres militantes en todas las esferas de la organización y con un perfil muy variado, desde universitarias hasta iletradas (Türkeri, 2016).


			Pero las mujeres no únicamente han incrementado su presencia en las organizaciones y grupos insurgentes o ilegales. También en los ejércitos regulares de los distintos países, cada vez se contabiliza un mayor número de mujeres entre sus filas, lo que muestra hasta qué punto se ha profesionalizado. En algunos países, incluso, el servicio militar por parte de las mujeres es obligatorio por ley, tal es el caso de Israel, donde las mujeres deben realizar, mínimo, dos años de servicio, mientras que los hombres deben estar al menos tres años. En Noruega, el Parlamento aprobó en 2012 una ley que obligaba a las mujeres a realizar el servicio militar por un año y entró en vigor en 2015. Incluso en 2007, dentro de las operaciones de mantenimiento de la paz de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), se constituyó en la India un contingente de policía formado íntegramente por mujeres (Magallón, 2012). Pero, aunque la incorporación a los ejércitos y a las misiones internacionales de paz por parte de las mujeres se normaliza y aumenta considerablemente, la solución de los conflictos armados sigue sin contar con una verdadera perspectiva de género (Huguet, 2011).


			Estos son solo algunos ejemplos de cómo las mujeres, aunque en menor número, han estado y siguen estando presentes en las guerras. De hecho, el porcentaje de mujeres en conflictos bélicos sigue subiendo significativamente en las guerras contemporáneas. Podríamos afirmar que el ingreso de las mujeres “en el ámbito militar constituye quizás el fenómeno que ilustra de manera más contundente el desdibujamiento de las fronteras existentes entre lo que se ha considerado tradicionalmente como masculino y femenino” (Blair, Londoño y Nieto, 2003: 22). Consecuentemente, si queremos comprender el problema en cuestión, más que invisibilizar, negar o exagerar la violencia ejercida por las mujeres, tendríamos que preguntarnos y analizar las causas que las llevan a ejercerla. 


			1.2. Análisis de la agresividad y la violencia 
desde un enfoque de género


			La violencia ha sido un tema ampliamente estudiado desde diferentes posiciones teóricas. Podríamos definirla como “un estado de las relaciones sociales que para su mantenimiento precisa de una amenaza latente o explícita”, que, en el caso de que llegara a materializarse, sería “agresión” y no “violencia” (Fernández Villanueva et al., 1998: 45). Existen muchos tipos y clasificaciones de violencia, algunas son más sutiles e invisibles y, por tanto, no necesitan de una violencia directa para operar, como pueden ser la violencia estructural, que “está presente cuando los seres humanos se ven influidos de tal manera que sus realizaciones efectivas, somáticas y mentales, están por debajo de sus realizaciones potenciales” (Galtung, 1995: 314); la violencia simbólica, consistente en la relación social en la que alguien es dominado por otras personas de manera indirecta e inconsciente debido a que los instrumentos de conocimiento de que se disponen son los mismos que los del dominador, considerando esa situación de violencia como algo “natural” (Bourdieu, 1999), y la violencia de género o patriarcal, la cual “se ejerce por medio de una combinación de factores que van desde la coacción directa hasta vías indirectas que responden a una situación de dominación en todos los órdenes” (Osborne, 2009a: 15). Otros tipos de violencia son más evidentes o visibles, como la violencia social, que fue considerada en el pasado “como la desviación de la norma acordada, del contrato social” (Moreno, 2009: 21) y, en la actualidad, es un concepto que está en desuso por ser demasiado ambiguo; la violencia colectiva, que suele ser espontánea, “de grupos no organizados, sin estructura de roles ni status definido” (ibíd.: 25), y la violencia política, que sería el uso de la fuerza física, ya sea conducida por autoridades oficiales o por quienes se les oponen, para dañar a un adversario con objetivos específicos (Della Porta, 2013). Estos últimos tipos de violencia, aunque sean más fáciles de detectar, no están exentos de polémica, porque un tipo de violencia será mencionado de una manera u otra dependiendo de los intereses que existan. El claro ejemplo es el concepto de terrorismo, el cual, como se ha señalado en incontables ocasiones, no es un término neutro en el que predominan connotaciones muy negativas40, por lo que existen multitud de acepciones. En este sentido, el panorama internacional cambió drásticamente después de los atentados contra Estados Unidos el 11 de septiembre de 2001. Finalmente, la Asamblea General de las Naciones Unidas creó una definición universal del acto terrorista que entró en vigor en 2002. De acuerdo con ella, se considera terrorista “cualquier acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo” (Avilés, 2008: XI). En el presente libro trataré de evitar este término cuando me refiera al PCP-SL y al MRTA, utilizando en su lugar “grupos armados”, “organizaciones armadas” o “grupos insurgentes”. A pesar de que la CVR (2003) también los denomina “grupos armados o subversivos”, para una gran parte de la población siguen siendo terroristas, y los motivos los encontramos en el discurso hegemónico propagado por la mayoría de medios de comunicación, así como por los Gobiernos sucesivos y por las Fuerzas Armadas; de hecho, durante el conflicto armado peruano se implantó, por ley, el “delito de terrorismo”. Si siguiéramos la misma lógica de ese discurso hegemónico, así como la definición de terrorismo anteriormente mencionada, deberíamos igualmente decir que lo que hicieron los gobiernos peruanos durante dicho conflicto fue terrorismo de Estado41, pero, como eso no sucede por razones obvias, me abstendré de utilizar el concepto terrorismo para cualquiera que recurrió a la violencia en Perú.
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